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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 6 de mayo de 2003.

RES. Nº 186/2003

VISTO:

La Resolución CM N° 29/2003 que dispuso la instrucción de sumario administrativo respecto de la Licitación Privada realizada mediante expte. n° 117/2002, las constancias del expte. n° 124/03 caratulado “Denuncia por contratación de servicio de mantenimiento y conservación equipos aire acondicionado”,  el informe preliminar elevado por el secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación del  este Consejo de la Magistratura, doctor Mauricio Obarrio en el expediente 124/03 y 

CONSIDERANDO:

1.
Que a propuesta de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria (fs. 1/7 del expte. 117/2002), el entonces Presidente del Consejo de la Magistratura autorizó el llamado a Licitación Privada para la contratación del servicio de mantenimiento y asistencia técnica de instalaciones y equipos de aire acondicionados, calderas y heladeras existentes en los edificios ubicados en Av. L.N. Alem 684, Av. De Mayo 761, Combate de los Pozos 155 y Beruti 3345 (Res.Pres.n°15 del 14 de mayo de 2002). Ningún oferente podría ser adjudicatario de la totalidad de los renglones objeto de la licitación (fs. 11, expte. citado).  Las ofertas deberían estar acompañadas por la correspondiente garantía, en la forma determinada por el decreto P.E.N. 5720/72 (fs.13, expte.citado), y los oferentes deberían ser “firmas legalmente constituídas dedicadas a la fabricación, provisión, distribución, comercialización, mantenimiento y reparación de equipos acondicionadores de aire y afines, con una cartera de clientes que avalen su trayectoria y acrediten suficiente capacidad empresaria y técnica” (fs. 13, expte. citado).

2. Que a fs. 36/47 obran copias de notas enviadas por el entonces Director General de Ejecución Presupuestaria a diversas personas o firmas para invitarlas a participar de la licitación; de las mismas, se excusaron de participar por diversas razones el Sr. Paganini (o “Climatización Paganini”, fs.98), el Sr. Arevalo (o “Su-Service”, fs. 99), Ansal S.A. (fs. 100) y el Sr. Mattera (o “Matelec”, fs.109). En cambio,  presentaron ofertas el Sr. Luis Eduardo Magga (o “L.M. Refrigeración”), el Sr. Javier Hernán Quintana (o “B.A. Construcciones”) y el Sr. Luis Oscar Santillán (conforme acta de fs. 49 y ofertas de fs. 52/53, 74/75 y 87/88).  

3. Que el 12 de junio de 2002 se realizó la apertura de los sobres (fs. 49) y las actuaciones pasaron a la Comisión de Preadjudicación, integrada por el Jefe de Departamento Contable Dr. Jorge A. Sereni, la Jefa de División Tesorera Elena N. Alvarez, y el Secretario de la Comisión de Administración y Financiera Dr. Fernando José Cafferata (fs.48), que produjo dictamen a fs. 122/125. La Comisión analiza las tres ofertas, afirma que “las empresas cumplen con los requisitos mínimos exigidos a los proveedores en el pliego”, y, considerando las condiciones del pliego, y que “ningún oferente puede resultar adjudicatario de más de tres renglones”, recomienda la contratación de “la empresa de Luis E. Magga para los renglones 1, 2 y 3” y de “la empresa B.A. Construcciones” para el renglón 4. Luego, a fs. 133, el Sr. Javier Hernán Quintana aclara que “B.A. Construcciones” es un nombre comercial de fantasía, siendo el nombrado su titular.

4. Que a fs. 134/135 el Dr. José F. García Mira, Secretario Letrado, presenta un dictamen por el cual expresa que “la licitación ha reunido todas las formalidades legales y reglamentarias”, correspondiendo adjudicarla conforme lo propone la Comisión de Preadjudicación, y adjunta proyecto de resolución en tal sentido.

5. Que por Resolución Nº 214/2002 del 19 de julio de 2002 el Plenario del Consejo, en su anterior integración, aprobó la licitación privada y adjudicó “a la firma LM Refrigeración, de Luis Eduardo Magga, el servicio de mantenimiento de los equipos de aire acondicionado, heladeras y caldera en los edificios que componen los renglones 1, 2 y 3 del Pliego, por el plazo de un año, por la suma de ciento dos mil novecientos sesenta pesos ($ 102.960)” y “a la firma B.A. Construcciones, de Javier Hernán Quintana” el renglón 4  por la suma de once mil ochocientos cincuenta pesos ($ 11.850). 

6. Que en la tramitación del expediente citado se produjeron prima facie irregularidades e inobservancias legales y reglamentarias por parte de funcionarios de este Consejo, que dieron lugar a la apertura del sumario administrativo referido en el VISTO de la presente Resolución, a los fines de determinar la atribución y deslinde de las responsabilidades que pudieren existir; y, si bien las mismas, en algunos casos, podría entenderse que surgen en forma manifiesta de las actuaciones administrativas en las que tramitó la licitación 117/2002, este Consejo, con un criterio prudente y razonable del ejercicio del poder disciplinario, prefirió procurarse de un conjunto de elementos de prueba en una primera etapa de la instrucción del sumario, antes de adoptar las medidas que fueran pertinentes;

7. Que después de cumplido el trámite preliminar en el sumario administrativo n° 124/03, el Dr. Mauricio Obarrio, Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación a cargo de la instrucción, informó sobre las pruebas reunidas, señalando diversas irregularidades en el procedimiento de la referida licitación, por las que procedería llamar a declarar a los funcionarios que intervinieron en el mismo y seguir adelante con el sumario.

8. Que sobre la base de lo expuesto, surgen prima facie los siguientes hechos e irregularidades:

a) Según constancias del expediente 117/2002 habrían sido invitadas a cotizar doce “firmas” (fs. 9/19), todas las cuales, salvo una (Ansal S.A., que no trabaja en el rubro, ver fs. 100) son nombres de fantasía o de personas físicas, sin que resulten de las copias de las notas enviadas datos que permitan verificar sus condiciones de capacidad comercial para una auténtica y eficaz participación en la licitación, ni que reunan las condiciones de “ser firmas legalmente constituídas dedicadas a la fabricación, provisión, distribución, comercialización, mantenimiento, reparación y toda otra actividad relacionada con equipos acondicionadores de aire y con una cartera de clientes que avalen su trayectoria”, conforme requería el pliego (fs. 13, expte. 117/2002). Las constataciones efectuadas en la investigación preliminar hacen dudar de que las “firmas” invitadas cumplieran esos recaudos o, incluso, que tuvieran existencia comercial (informes de fs. 14/15 y 21), lo que abre interrogantes sobre la existencia de una verdadera licitación en términos de auténtica posibilidad de competencia en las ofertas, condiciones y precios. Ello pone en cuestión que se hayan cumplido las condiciones básicas de una licitación, que implica un procedimiento de selección del cocontratante de la Administración, sobre la base de una previa justificación de idoneidad moral, técnica y financiera, y atendiendo al precio más conveniente para la Administración Pública (Marienhoff, Miguel S., “Tratado de Derecho Administrativo”, t.III-A, Bs.As. 1998, n°628-B p.164, n° 630 p.184, n° 647 p.218), a partir del “principio de concurrencia. ...que constituye la médula de todo el procedimiento licitatorio” (Cassagne, Juan Carlos, “El contrato administrativo”, Bs.As.1999, p.43), procurando la “máxima concurrencia posible” (Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo” t.2 Bs.As. 2000, XII-6 y  XII-7). Por ello, “concurrencia, igualdad y publicidad son los principios básicos que rigen el procedimiento licitatorio; la concurrencia tiende a asegurar el mayor número de oferentes...” (S.C.Mendoza, 9.junio.94, “Racconto c/ Municipalidad Mendoza”, El Dial MZ2D7F)

b) De las constancias del expte. 117/2002 surge que los tres oferentes habrían presentado cómo garantías de oferta simples pagarés firmados por los mismos presentantes (fs. 61, 81, 91), lo que no se ajusta a lo requerido por el art. 61, incisos 33 y 34 del decreto P.E.N. 5720/72, aplicable a la licitación. Tampoco se habría cumplido, conforme destaca el señor Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación en su informe de fs.55/57 del sumario, con la presentación de la inscripción para el pago de ingresos brutos, ni del certificado fiscal para contratar.

c) La connivencia y estrecha relación entre los oferentes, sugerida a través de diversos indicios tomados en cuenta cuando se ordenó el sumario, parece confirmada a través de su instrucción. El Sr. Magga fue quien presentó a los otros dos supuestos competidores, Santillán y Quintana, al entonces Director General Sr. Urfeig (declaración a fs. 51 vta., expte. 124/03). El Sr. Santillán es el padrastro de Magga (respuestas octava, fs. 51, y tercera, fs.54), y las presentaciones de Magga y de Quintana –supuestos competidores- habrían sido realizadas en forma coordinada, al punto que ambos concurrieron al contador del primero para gestionar sus respectivas certificaciones (respuestas undécima, fs. 51, y novena y undécima, fs. 52). Todo ello afectaría lo que la doctrina considera el “principio fundamental de la licitación: el de la concurrencia o competencia entre los oferentes” (Gordillo, A., ob.cit., XII-14), pues la licitación (pública o privada) establece un sistema de reglas de juego que suponen la competencia o concurrencia  a fin de escoger la mejor oferta (Gordillo Agustín, ob.cit., XII-6).

9.- Que una apreciación inmediata y provisoria de lo expuesto permite advertir que el Sr. Urfeig llevó adelante la supuesta “licitación privada” sin que prima facie se realizara la invitación a un número adecuado de empresas, constituídas como tales, y con las condiciones técnicas y comerciales requeridas en el pliego de la licitación, y que, dada la estrecha relación entre los tres oferentes, se hace incluso difícil afirmar que hubiera existido verdadera “licitación”, tanto más cuando el pliego parecía acentuar la condición de concurrencia al requerir que todos los renglones no se adjudicaran a un solo oferente.

10. Que el referido conjunto de irregularidades permitiría imputar responsabilidades a los funcionarios intervinientes, en primer lugar el entonces Director General de Ejecución Presupuestaria, Sr. Norberto Urfeig, quien promueve la operación, la organiza y gestiona, aparentemente con previo conocimiento del vínculo entre los oferentes; al Dr. José Francisco García Mira, quien realizó el dictamen jurídico donde afirmó que “la licitación ha reunido todas las formalidades legales y reglamentarias” y preparó la resolución aprobatoria, y a los integrantes de la Comisión de Preadjudicación, los entonces Jefe de Departamento Contable Dr. Jorge A. Sereni, la Jefa de División Tesorera Elena N. Alvarez, y el Secretario de la Comisión de Administración y Financiera Dr. Fernando José Cafferata, por su dictamen de fs. 122/125.

11.- Que, a la luz de la gravedad de los hechos que se le imputan, procedería la suspensión preventiva del Sr. Norberto Urfeig, pues su permanencia en el ámbito de cualquier dependencia del Organismo constituiría una fuente de intranquilidad e inseguridad administrativa. No obstante, dado que el Sr. Urfeig se encuentra ya suspendido como consecuencia de otros sumarios administrativos independientes del presente (Res.C.M. n° 163/2003), no es necesario, por el momento, aplicar una nueva suspensión, sin perjuicio de dejar constancia de su fundamento y procedencia.

12.- Que otra es la situación del Dr. José Francisco García Mira, cuya suspensión preventiva, dispuesta por Res. C.M. n°43/2003 en los sumarios administrativos n° 121/03 y 122/03 (independientes del presente), fue suspendida por la medida cautelar dictada por el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario n° 1, con fecha 25 de abril de 2003. Las constancias del presente sumario, así como las resultantes del sumario n° 123/03 y de la Res. C.M. n° 163/03, revelan que la gravedad y reiteración de las irregularidades imputadas impiden, preventivamente, mantener al Dr. García Mira en cualquier función en el Organismo, por ser su permanencia “riesgosa para la prestación del servicio”, procediendo así la suspensión preventiva contemplada por el art. 137 del Reglamento Interno.

13.- Que, con relación a los restantes imputados, no se considera necesario, por el momento, adoptar medidas preventivas, sin perjuicio de las que hubiere lugar durante la prosecución del sumario. 

Por ello, en ejercicio de  las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley N° 31 y lo dispuesto por los arts. 131, 132, 133, 137, correlativos y concordantes del Reglamento Interno de este Consejo (Resolución CM N° 301/2002),

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1°: Suspender preventivamente sin goce de haberes desde el día de la fecha y hasta que recaiga resolución definitiva en los sumarios n° 123/03 y 124/03 al Dr. José Francisco García Mira (D.N.I. 7.601.755).

Art.2°: Dejar constancia de lo expuesto en punto 11 respecto del Sr. Norberto Urfeig (D.N.I. 4.754.860).

Art.3°: Ampliar el plazo fijado para la instrucción del sumario n° 124/03 en veinte días hábiles a partir de la notificación de la presente al señor Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación.

Art. 4°: Regístrese, notifíquese al Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación, a los funcionarios imputados, a la intervención en la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, tómese nota en los respectivos legajos de los funcionarios suspendidos, y oportunamente, archívese.

RESOLUCION N° 186/2003

Diego Jorge May Zubiría
     


Bettina Paula Castorino

María Magdalena Iráizoz     


Juan Sebastián De Stefano

María Celia Marsili                                            
Abel M. Fleitas Ortiz de Rozas
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